
 

**********1 

VS  

OFICIAL ADSCRITO A LA 

DIRECCIÓN  GENERAL DE POLICÍA 

Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE 

TIJUANA Y OTRA AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE: 2273/2019 S.A. 

 

Tijuana, Baja California, a dieciocho de mayo de dos mil veintidós. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la boleta de infracción 

impugnada porque no se acreditó la violación imputada. 

 

G L O S A R I O  

 

ANTECEDENTES DEL CASO: 

 

1.- El seis de julio de dos mil diecinueve se impuso multa al actor con 

motivo de la infracción de tránsito contenida en la boleta **********2. 

 

2.- El veintisiete de junio del mismo año el actor promovió juicio 

contencioso administrativo en contra de la boleta antes mencionada, 

demandando al Director y al Oficial. 

 

3.- Se emplazó a las autoridades demandadas contestando únicamente 

el Director el veintiocho de febrero de dos mil veinte quien hizo valer una causal 

de improcedencia y motivo de sobreseimiento del acto impugnado. 

 

4.- Finalmente, el veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, se dictó 

acuerdo por el cual se dejó sin efectos la citación a audiencia y se dio vista a las 

partes a fin de que en el plazo de cinco días presentaran sus alegatos, sin que 

hayan ejercido ese derecho, en el entendido de que, una vez transcurrido dicho 

plazo, con desahogo o sin él, se tendría a las partes citadas para oír sentencia, 

proveído que fue notificado a la parte actora el veinticuatro de septiembre de 

dos mil veintiuno y a las autoridades demandadas el diecisiete de agoto del 

mismo año, por lo que, se procede a dictar la resolución correspondiente y,    

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Cuarto con residencia en Tijuana es 

competente para resolver el presente juicio, en virtud de que la resolución 

impugnada es de carácter administrativo emanada de una autoridad municipal, 

así como por la ubicación del domicilio señalado por la parte actora, el cual se 

encuentra en la circunscripción territorial de este Juzgado, de conformidad con 

lo dispuesto por los artículos 1, 21, 22, fracción I, y 45 de la Ley del Tribunal 

Anterior, aplicable por disposición del Artículo Tercero Transitorio de la nueva Ley 

del Tribunal, publicada el dieciocho de junio de dos mil veintiuno en el Periódico 

Oficial del Estado y acuerdos de Pleno de este Tribunal adoptados el veintiuno de 

junio y dos de julio siguientes. 

 

SEGUNDO. Existencia del acto impugnado. La existencia del acto 

impugnado quedó debidamente acreditada en autos con la copia al carbón de  

la boleta de infracción **********2 y la confesión ficta del Oficial que se produjo al 

Oficial: Oficial 6389 de la Dirección  General de 

Policía y Tránsito Municipal de Tijuana, 

que emitió la boleta impugnada. 

Director: Director General de Policía y Tránsito 

Municipal de Tijuana. 

Ley del Tribunal Anterior: Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California. 

Nueva Ley del Tribunal: 

 

 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California 

Reglamento de Tránsito: Reglamento de Tránsito y Control 

Vehicular del Municipio de Tijuana, Baja 

California.  

Código de Procedimientos: Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Baja California. 



 

no dar contestación a la demanda en los términos del artículo 51, segundo 

párrafo de la Ley del Tribunal, elementos de prueba que tienen eficacia 

probatoria plena, de conformidad con los artículos 285, fracción III, 322, fracción 

V, 323 y 405 del Código de Procedimientos, de aplicación supletoria. 

 

TERCERO. Procedencia. Por ser una cuestión de orden público y de estudio 

preferente, se procede a analizar las causales de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer por el Director. 

 

Esta autoridad hizo valer la causal de improcedencia prevista en el 

artículo 40, fracción VI, de la Ley del Tribunal anterior, alegando que no existe 

acto que reclamar en su contra, toda vez que no emitió el acto impugnado.  

 

La causal de improcedencia es infundada toda vez que, en términos del 

artículo 31, fracción III, de la Ley del Tribunal Anterior, el titular de la Dependencia 

o Entidad Administrativa Pública Estatal o Municipal de la que dependa la 

autoridad que emitió el acto será parte en el juicio contencioso administrativo, 

de ahí que si el artículo 5, fracción V, del Reglamento de Tránsito, establece que 

a la Secretaría de Seguridad Pública y a la Dirección de la Policía y Tránsito, a 

través de sus agentes, le corresponde aplicar las sanciones por las infracciones al 

propio Reglamento, es inconcuso que el Director es parte en el juicio contencioso 

administrativo conforme a la norma invocada.  

 

Al no advertirse que se actualice alguna causal de improcedencia de las 

previstas en la ley, el juicio contencioso es procedente. 

 

CUARTO. Estudio. En su primer motivo de inconformidad refiere que la 

boleta impugnada no se encuentra fundada ni motivada, que el Oficial fue 

omiso en motivar las circunstancias especiales, razones particulares o causas 

inmediatas que lo llevaron a concluir que se encontraba estacionado sobre 

aceras y se encontraba obstruyendo un estacionamiento para discapacitados.  

 

El actor manifiesta que no realizó la conducta que le imputaron. La 

autoridad fue omisa en dar contestación a la demanda. Como se asentó en el 

considerando segundo de esta resolución, al omitir el Oficial dar contestación en 

tiempo y forma a la demanda, se tuvieron por ciertos los hechos que el actor  le 

atribuyó, de conformidad con el artículo 51 de la Ley del Tribunal Anterior. 

 

Los artículos 277 y 278 del Código de Procedimientos aplicados 

supletoriamente y que a continuación se transcriben, disponen  que el actor 

debe acreditar los elementos de su acción y las demandadas demostrar sus 

excepciones y defensas y, que el que niega solo deberá probar cuando esa 

negativa envuelva la afirmación de un hecho, cuando se desconozca la 

presunción legal, cuando se desconozca la capacidad o cuando la negativa 

fuere el elemento constitutivo de la acción. 

 
ARTÍCULO 277.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo 

los de sus excepciones. 

 

ARTÍCULO 278.- El que niega sólo será obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el 

colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.  

 
El Oficial asentó en la boleta de infracción combatida que el actor se 

encontraba estacionado sobre las aceras y se encontraba obstruyendo 

estacionamiento para discapacitados, dos conductas calificadas con infracción 

en los artículos 59, fracción I, y 60 del Reglamento de Tránsito, empero el 

demandante negó haber desplegado esas conductas, por lo tanto, al analizar 

las conductas infractoras advertimos que corresponden a dos situaciones de 

hecho que podrían ser excluyentes entre sí. En efecto, los raquítico de la 

motivación no permite establecer como se dieron simultáneamente ambas 

conductas, ya que las máximas de la experiencia nos dicen que, o se estacionó 

sobre las aceras o sobre el cajón de estacionamiento de discapacitados, 

obstruyéndolo, pero no sobre ambos, por lo que, esa falta de circunstanciacion 

impide a este Juzgador corroborar que se actualizaron ambas conductas 

infractoras o que, cuando menos, la situación de hecho se subsume en alguna 

de las hipótesis normativas reprochadas. 

 



 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de rubro y texto siguiente: 

BOLETA DE INFRACCIÓN DE LA SECRETARÍA DE VIALIDAD Y TRÁNSITO DE MONTERREY, NUEVO 

LEÓN. SE ENCUENTRA FUNDADA Y MOTIVADA, SI LA AUTORIDAD CITA LOS HECHOS QUE 

CONSIDERÓ MOTIVO DE INFRACCIÓN, ASÍ COMO LA HIPÓTESIS EN QUE ENCUADRÓ LA 

CONDUCTA CON EL SUPUESTO DE LA NORMA. El artículo 16 constitucional establece la 

obligación para las autoridades de fundar y motivar sus actos y dicha obligación se 

satisface, desde el punto de vista formal, cuando se expresen las normas legales aplicables y 

los hechos que hacen que el caso encaje en las hipótesis normativas. Ahora bien, de los 

artículos 1, 2, fracción IV y 9 del Reglamento de Vialidad y Tránsito del Municipio de 

Monterrey, Nuevo León, se advierte que el territorio de ese Municipio deberá ceñirse a lo 

establecido por el citado reglamento para la regulación de las cuestiones de vialidad y 

tránsito que se susciten; asimismo, que los oficiales de tránsito son los servidores públicos 

facultados para la aplicación de dicho reglamento y los supuestos en los cuales los 

servidores públicos pueden imponer las multas cuando se cometan infracciones. De lo 

anterior se obtiene que para que una boleta de infracción se encuentre fundada y 

motivada, es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y 

posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que así se considere, 

exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento 

mínimo, pero idóneo, para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de 

pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado. En ese tenor, si la responsable 

cumple con lo anterior, no se debe exigir mayor extensión en los argumentos vertidos para 

sustentar el acto reclamado, además de que sus actos gozan de la presunción de legalidad, 

para cumplir con la garantía prevista en el numeral 16 de la Constitución Federal.1 

 

No haber hecho una suficiente motivación, implica una violación a lo dispuesto 

por el artículo 16 de la Constitución Nacional, en relación con el diverso 106, fracción V, 

del Reglamento de Tránsito, lo que se traduce en una causa de nulidad de las previstas en 

el artículo 83, fracción II, de la Ley del Tribunal anterior, y obliga a este Juzgador a 

condenar a la autoridad a dejar sin efectos los actos subsecuentes, por lo que, deberá 

ordenar su cancelación en los registros y sistemas de cómputo correspondientes, de 

conformidad con el artículo 84 de la invocada Ley. 

 

Al no advertirse la existencia de algún motivo de inconformidad que mejore lo 

alcanzado con la declaración de nulidad decretada, es innecesario el análisis de los 

restantes motivos de inconformidad, en atención al principio jurisprudencial del mayor 

beneficio.  

 

Por lo expuesto, con fundamento en el artículo 82 de la Ley del Tribunal Anterior,  

se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. Se declara la nulidad de la boleta de infracción **********2. 

 

SEGUNDO. Se condena al Director a dejar sin efectos los actos subsecuentes, por 

lo que deberá ordenar la cancelación de la boleta declarada nula de los registros y 

sistemas de cómputo correspondientes. 

 

Notifíquese por boletín jurisdiccional a las partes. 

 

Así lo resolvió el Licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, Primer 

Secretario de Acuerdos del Juzgado Cuarto con residencia en Tijuana del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, según 

designación hecha mediante acuerdo de Pleno de dos de julio de dos mil 

veintiuno, acorde con lo establecido  en el punto sexto del acuerdo de 

Pleno de veintiuno de junio de ese mismo año, quien actúa en funciones 

de Juez de Primera Instancia por ministerio de ley, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico Oficial del 

Estado el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, quien firmó ante la 

presencia de la Secretaria de Acuerdos, Licenciada María del Pilar Ayala 

Guerrero, quien da fe. 
JVM/MPAG/Pedro 
 

 

 

 

                                                           
1
 Decima Época, Registro Digital 2008009, Tesis: IV.o.A.30 A (10a.), Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito, Materia: Administrativa, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV, página 2911 
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1 ELIMINADO: Nombre del actor en página 1. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 

  
2 ELIMINADO: Número de boleta de infracción en páginas 1 y 3. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 

  
  

  
  
  
  
  

  

  



 

 

La suscrita María del Pilar Ayala Guerrero, Secretaria de Acuerdos 

adscrita al Juzgado Cuarto con Residencia en Tijuana del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, hace constar: Que 

lo transcrito con anterioridad corresponde a una versión pública de 

sentencia definitiva, en la que se suprimieron datos que se han 

clasificado como reservados o confidenciales, cubriendo el espacio 

correspondiente, insertando diez asteriscos, versión que va en tres 

fojas útiles. Lo anterior con fundamento en lo establecido por los 

artículos 80, 83, fracción VI, inciso b) de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California; 57, 

58, 59, 60 y demás aplicables del Reglamento en Materia de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California y 56 y 57 de los Lineamientos Generales en Materia de 

Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la 

elaboración de Versiones Públicas del Sistema Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 

Datos. Lo que se hace constar para los efectos legales a que haya 

lugar, en la ciudad de Tijuana, Baja California, a los seis días del mes 

de julio del dos mil veintitrés.  


